
TRABAJADORAS Y 
TRABAJADORES DE JUSTICIA 

SE MOVILIZAN 

A día de hoy, el sector de justicia es un sector 
movilizado y no precisamente por los grandes 
sindicatos, más bien a su pesar. De hecho, miles 
de interinos e interinas de esta y otras 
administraciones han recurrido el acuerdo 
firmado por el gobierno español y las centrales 
sindicales CCOO, UGT y CSI-F porque les acusan 
de estar fraguando un ERE (expediente de 
regulación de empleo) encubierto al querer 
sacar miles de plazas a OEP (oferta de empleo 
público). Ha habido y habrá movilizaciones en 
todas los territorios del estado. 

Lo que pide ese colectivo es estabilidad. 
Europa les da la razón y habla de contratos 
en fraude de ley. De momento, LAB está 
recurriendo los contratos de duración superior 
a 3 años continuados (un claro ejemplo son los 
refuerzos, esos contratos y otros según la Unión 
Europea están en fraude de ley). Con el 

personal laboral se están ganando todas las demandas; sin embargo, con el personal 
funcionario, al no existir la figura de indefinido no fijo (que es el contrato que les están 
haciendo a todos los trabajadores y trabajadoras laborales a quienes les han dado la razón los 
tribunales), no está tan claro. 

En estos momentos se está estudiando una figura similar para el personal funcionario, 
quedando preguntas sin resolver aun por los tribunales de la Unión Europea, y en breve los 
tribunales españoles van a tener que tomar una decisión conjunta. 

Mientras tanto, las trabajadoras y los trabajadores interinos están intentando llegar a algún 
tipo de acuerdo para conseguir un concurso oposición en el que tengan opciones de aprobar y 
que no se convierta en un ERE encubierto. La realidad es que una oposición al uso permitiría 
al estado ahorrar mucho dinero porque no tendría que pagar la antigüedad al nuevo personal. 
LAB aboga por la consolidación de este personal contratado en fraude de ley. 

Por otro lado está el registro civil. Desde LAB veníamos diciendo que la privatización 
solamente se consiguió parar en su versión más burda, pero que era, y es, un hecho que se ha 
ido dando: una privatización paulatina e indirecta (nacionalidades primero, ahora 
matrimonios, después haciendo desaparecer las oficinas de la mayoría de pueblos y 
ciudades...). Por consiguiente, si no se acuerda una nueva vacatio legis (aplazamiento de la 
entrada en vigor de una ley) o una nueva reforma de urgencia de la ley 20/2011, veremos la 
desaparición de la inmensa mayoría de las actuales oficinas de Registro Civil en junio 
(probablemente quedarían como mucho las de las capitales). 

A pesar de que ha habido varias vacatio legis, no se ha conseguido asegurar este servicio 
público porque no hay voluntad. Lo que se pretende finalmente es privatizar y externalizar. Si 
eso no ha sucedido aun es por motivos técnicos, porque no tienen preparado el soporte 
informático necesario. 



No sabemos qué pacto tiene el PP con los sindicatos. La que sí está clara es la posición del 
PSOE; no hay más que ver la comparecencia del Parlamento Español: quiere que la Ley 
20/2011 de Registro Civil entre en vigor en junio de 2018, tal como está y con todo lo que ello 
supone. Ciudadanos deja que sean otros los que le limpien la casa, le “adelgacen” la 
administración pública antes de que ellos alcancen el poder. Podemos está en contra de lo 
que pretenden esos tres partidos y defiende una proposición que seguramente no se vaya a 
debatir por no encajar con los tiempos parlamentarios. 

Dicha proposición de Podemos, con matices, es acorde con lo que LAB lleva pidiendo desde un 
principio. Otros partidos, como EH-BILDU, también hicieron en su comparecencia en el 
Parlamento Español peticiones a favor de un registro civil público; reversión de competencias 
perdidas; y que el servicio esté servido por personal de la Administración de Justicia. Al 
mismo tiempo EH-Bilbu denunció, al igual que lo hace LAB, que, casualmente, la única 
modificación de fondo que se pretendía para la Ley 20/2011 era la de eliminar la posibilidad 
de que las CCAA nombraran al encargado del Registro Civil. 

Desde un principio, entendimos que era importante hacer partícipe, tanto al Parlamento 
Vasco como al Gobierno Vasco, de la defensa de este servicio público. Por eso, es 
imprescindible defender la posibilidad -que sí recogía la Ley 20/2011- de que un funcionario 
o funcionaria del grupo A1 de las CCAA pueda ser el responsable del Registro Civil, y más una 
vez se desjudicialice el servicio. Hoy, 16 de marzo, está programada en Madrid una 
movilización de trabajadores y trabajadoras de los registros civiles de todo el estado, 
movilización con la que LAB se solidariza. 

Otra cuestión que está de plena actualidad es la huelga que están llevando a cabo las 
compañeras y compañeros de la Administración de Justicia en Galicia. No solo están peleando 
por unas retribuciones acordes al trabajo que realizan, sino que, además, están también 
defendiendo el Registro Civil. Y es que tienen claro que ése es un primer paso en las 
agresiones que vamos a sufrir con la modificación de la Ley de Planta Judicial (viene a ser el 
mismo modelo que planean para el registro civil: un registro único en las capitales y unos 
Tribunales de Instancia provinciales, acabando con los actuales partidos judiciales). 

En resumen, tenemos diferentes luchas en marcha y la gran cantidad de interinas e interinos 
luchando por la estabilidad en el empleo puede contagiarse a todas las administraciones de 
todo el estado. De hecho, ya están realizándose manifestaciones y actos reivindicativos en 
varias ciudades. En los próximos días vamos a saber qué están negociando los sindicatos a 
nivel estatal con el gobierno español. Veremos si se llega a acuerdos de estabilidad en el 
empleo para el personal interino; si se mantiene el registro civil como servicio público y con 
recuperación de competencias, o bien la movilización va a ser la tónica en muchos meses 
hasta conseguirlo. 
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